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Ciudad de México a veintitrés de julio de dos mil veintiséis.
Vistos para resolver en definitiva los autos del expediente al rubro indicado. 
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	Actora o parte actora:
	Dato protegido.

	Acto impugnado:
	Elegibilidad de la persona que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo de la Coordinación Territorial.

	Autoridad responsable:
	Consejo Electoral de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta. 

	Código Electoral:
	Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México.

	Constitución Local:
	Constitución Política de la Ciudad de México.

	Ley Procesal:
	Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México.

	Pueblo Originario:
	Pueblo Originario de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta.

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	Tercera interesada
	Dato protegido. 



[bookmark: _Toc235525018]A N T E C E D E N T E S

I. Proceso de elección de Coordinación Territorial. 

1. Convocatoria. El veinticuatro de mayo de dos mil veintiséis,[footnoteRef:1] el Consejo Electoral de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, expidió la convocatoria para el proceso de elección de Coordinación Territorial para el periodo del uno de julio de dos mil veintiséis al treinta de junio de dos mil veintinueve.  [1:  En adelante las fechas corresponden al año dos mil veintiséis.] 


2. Registro de candidaturas. El siete de junio los habitantes del pueblo originario interesados registraron sus candidaturas para participar en el proceso electivo. 

3. Campaña. Del quince al diecinueve de junio, las personas candidatas desplegaron actos de campaña. 

4. Jornada electiva. El veintiuno de junio se llevó a cabo la jornada electiva. 

II. Juicio de la Ciudadanía.  

1. Recepción. El veinticinco de junio, se recibió en este Tribunal Electoral la demanda del actor por la que promueve el juicio para controvertir la elegibilidad de la persona que obtuvo el mayor número de votos en la jornada electiva.  

2. Integración y turno. En la misma fecha, el Magistrado Presidente de este Tribunal ordenó formar el expediente TECDMX-JLDC-114/2026 y turnarlo a la Ponencia del Magistrado José Jesús Hernández Rodríguez.

3. Instrucción. En su oportunidad, el Magistrado instructor instruyó el juicio y admitió la demanda que originó el juicio y cerró instrucción.

[bookmark: _Toc235525019]C O N S I D E R A C I O N E S

[bookmark: _Toc231553873][bookmark: _Toc235525020]PRIMERA. Competencia.

Este Tribunal Electoral es competente para conocer y resolver el presente juicio de la ciudadanía, toda vez que, en su carácter de máximo órgano jurisdiccional electoral en la Ciudad de México es garante de la constitucionalidad, convencionalidad y legalidad de los actos y resoluciones en la materia.[footnoteRef:2] [2:  Con fundamento en:
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: artículos 1, 17, 116 párrafo segundo base IV incisos b), c) y l), y 122 Apartado A bases VII y IX, y 133. 
Constitución Local: artículos 2 numeral 1, 6 apartado H, 11 apartado O, 26 apartado A numeral 1 y apartado B, 27 apartado D numeral 3, 38, 46 apartado A inciso g), 57, 58 y 59.
Código Electoral: artículos 30, 31, 165 fracciones II y V, 171, 178, 179 fracciones II y VII, 182 fracción II y 364 y 365.
Ley Procesal: artículos 1, 28 fracciones II y IV, 30, 31, 32, 37 fracción II, 46 fracción V, 85, 91, 122 párrafo 2 fracción IV y párrafo 3, 123 y 125. 
Ley de Participación: artículos 3, 7 apartado B, 14 fracción V, 26, 116 y 124 fracción V, 135 último párrafo y 136 primer párrafo.] 


Con esa calidad, le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable los medios de impugnación relacionados con los procedimientos que se rigen por sistemas normativos internos (usos y costumbres) en los pueblos originarios de la Ciudad de México.[footnoteRef:3] [3:  Conforme a lo resuelto en el juicio SUP-JDC-884/2017, en el que la Sala Superior sostuvo que los órganos jurisdiccionales en materia electoral son competentes para conocer el alcance de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, por estar relacionados con los derechos de participación política.] 


Hipótesis que se da en este asunto, puesto que la parte actora controvierte la elegibilidad de la persona que obtuvo el mayor número de votos en la elección de una autoridad tradicional de un pueblo originario de la Ciudad de México.

[bookmark: _Toc235525021]SEGUNDA. Requisitos de procedencia.

[bookmark: _Toc20225869][bookmark: _Toc33095050][bookmark: _Toc34304230][bookmark: _Toc99211661]1. Forma. La demanda se presentó por escrito; en ella consta el nombre y firma de quien promueve; se menciona el acto impugnado y la autoridad responsable; se identificaron los hechos en que se basa la impugnación y los agravios que le causa; y se ofrecieron pruebas.

2. Oportunidad. Está cumplido el requisito porque la jornada electiva en la que obtuvo el mayor número de votos la persona cuya elegibilidad se impugna se celebró el veintiuno de junio y el escrito de impugnación se presentó el veinticinco siguiente, de ahí que ello sea en el plazo de cuatro días que establece el artículo 42 de la Ley Procesal.

3. Legitimación e interés jurídico. Cumple estos requisitos la parte actora porque se trata de una persona habitante del pueblo originario que participó como candidato al cargo de la Coordinación Territorial. 

4. Definitividad. No pasa inadvertido para este Tribunal Electoral que conforme a la convocatoria del proceso electivo el Consejo Electoral es la autoridad máxima en materia electoral encargada de organizar, ejecutar y vigilar la elección de la persona titular de la Coordinación Territorial y que tiene la función de órgano sancionador en caso de quejas, denuncias e impugnaciones que le sean presentadas en el proceso electoral de la Coordinación Territorial. 

Incluso, el Consejo Electoral es la autoridad encargada de resolver sobre todo lo no previsto en la Convocatoria y sus resoluciones tendrán el carácter de definitivas.

No obstante, este Tribunal Electoral determina que se actualiza la excepción al principio de definitividad conforme a lo previsto en el artículo 124 de la Ley Procesal, debido a que la instancia previa establecida en el sistema normativo interno de la comunidad no resulta eficaz para restituir a la parte actora, en el goce de sus derechos político-electorales trasgredidos.

Ello, dado que en la Convocatoria no se establece un medio de impugnación idóneo para controvertir los resultados de la elección, ni plazo para impugnar, sustanciar y resolver; lo que de suyo crea confusión e incertidumbre en las personas participantes, generando falta de certeza en la elección.

En este sentido, corresponde a este Tribunal Electoral conocer de la impugnación de la elección de la Coordinación Territorial. 

Similares consideraciones sostuvo la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el juicio SCM-JDC-315/2023. 

5. Reparabilidad. Los actos impugnados no se han consumado de modo irreparable, ya que, en caso de asistir la razón a la parte actora, puede ser restituida en los derechos que estima vulnerados; es decir, esta autoridad juzgadora puede ordenar las acciones necesarias al respecto.

Sin que pase desapercibido para este Tribunal Electoral que el inicio del periodo para la persona que fungirá en la coordinación territorial fue el uno de julio, no obstante de acuerdo con la jurisprudencia 8/2011 de la Sala Superior se ha considerado que, en los juicios derivados de elecciones regidas por sistemas normativos internos, no aplica la regla de irreparabilidad de la violación reclamada debido a las circunstancias en las que éstas se desarrollan, califican y se toma protesta a las personas quienes fueron electas. 

Al encontrarse satisfechos los requisitos de procedencia de este juicio de la ciudadanía, lo conducente es analizar el fondo de la cuestión planteada.

[bookmark: _Toc235525022]TERCERA. Tercera interesada. 

La persona que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo para la Coordinación Territorial, cuya elegibilidad se controvierte, presentó escrito de comparecencia con el objeto de que se le reconozca como tercera interesada. 

Este Tribunal Electoral procede a analizar si el escrito de comparecencia cumple los requisitos señalados por el artículo 44 de la Ley Procesal, en los términos siguientes: 

[bookmark: _Hlk172674125]a. Forma. Cumple el requisito en estudio porque se presentó por escrito, hace mención del nombre de quien acude a juicio, señala un domicilio y correo electrónico para oír y recibir notificaciones, enuncia los medios de prueba que considera pertinentes, expresa las razones en que funda su interés incompatible con el de la parte actora; y contiene la firma de quien promueve.

[bookmark: _Hlk172674150]b. Oportunidad. El escrito de comparecencia cumple el requisito de oportunidad debida, ya que fue presentado dentro de las setenta y dos horas siguientes a la presentación de la demanda. 

[bookmark: _Hlk172674529]c. Legitimación. La compareciente tiene legitimación, pues tiene el carácter de una ciudadana habitante de pueblo originario cuya candidatura obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo para la Coordinación territorial.  

d. Interés jurídico. Este requisito se colma porque la tercera interesada tiene interés en la causa derivado de una pretensión incompatible con el de la parte actora, pues ella defiende su elegibilidad, la cual es cuestionada por la parte actora.[footnoteRef:4] [4:  De conformidad con los artículos 43 primer párrafo, fracción III, así como, 44 fracción V de la Ley Procesal.] 


[bookmark: _Toc235525023]CUARTA. Perspectiva intercultural.

Toda vez que está controvertida la elegibilidad de la persona que obtuvo el mayor número de votos en la elección de una autoridad tradicional de un pueblo originario en la Ciudad de México, este juicio se resolverá con perspectiva intercultural.

Ello, ya que, de una interpretación sistemática,[footnoteRef:5] los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México y sus personas integrantes gozan de los mismos derechos que se han reconocido a las comunidades indígenas protegidas constitucional y convencionalmente.[footnoteRef:6] [5:  Ver artículos 2° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1.b) del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, 3 y 4 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, así como 2.1, 57, 58 y 59 de la Constitución Local.]  [6:  Así se ha precisado por este Tribunal Electoral al resolver el juicio TECDMX-JEL-007/2026, entre otros.] 


Asimismo, en términos de la jurisprudencia 37/2016 de la Sala Superior de rubro COMUNIDADES INDÍGENAS. EL PRINCIPIO DE MAXIMIZACIÓN DE LA AUTONOMÍA IMPLICA LA SALVAGUARDA Y PROTECCIÓN DEL SISTEMA NORMATIVO INTERNO, en el marco de aplicación de los derechos individuales y colectivos indígenas, los órganos jurisdiccionales deben privilegiar el principio de maximización de la autonomía, salvaguardando y protegiendo el sistema normativo interno que rige a cada pueblo o comunidad.

Por tanto, en los asuntos que estén involucrados derechos de los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México, este órgano jurisdiccional tiene la obligación de juzgar con perspectiva intercultural.[footnoteRef:7] [7:  Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió el Protocolo de Actuación para Quienes Imparten Justicia en Casos que Involucren Personas, Comunidades y Pueblos Indígenas. Asimismo, se debe atender a lo dispuesto en la tesis 1a. CCXCIX/2018 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro INTERPRETACIÓN INTERCULTURAL. ALCANCE DE LAS PROTECCIONES DE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 2o. CONSTITUCIONAL.] 


[bookmark: _Toc221797643]Esto, en el entendido de que la perspectiva intercultural tiene límites constitucionales y convencionales en su implementación, ya que debe respetar los derechos humanos de las personas[footnoteRef:8] y la preservación de la unidad nacional.[footnoteRef:9] [8:  Tesis VII/2014 de la Sala Superior de rubro SISTEMAS NORMATIVOS INDÍGENAS. LAS NORMAS QUE RESTRINJAN LOS DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERAN EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD.]  [9:  Tesis aislada 1a. XVI/2010 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro DERECHO A LA LIBRE DETERMINACIÓN DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. SU LÍMITE CONSTITUCIONAL.] 


Ahora bien, atendiendo la jurisprudencia 18/2018 de la Sala Superior de rubro COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBER DE IDENTIFICAR EL TIPO DE LA CONTROVERSIA PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL, A FIN DE MAXIMIZAR O PONDERAR LOS DERECHOS QUE CORRESPONDAN, este Tribunal Electoral identifica la presente controversia como intracomunitaria.

[bookmark: _Toc235525024]QUINTA. Precisión de la materia de controversia.  

En el particular, es un hecho no controvertido que la tercera interesada obtuvo el mayor número de votos en la jornada electiva de la Coordinación territorial celebrada el veintiuno de junio en San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, con 438 (cuatrocientos treinta y ocho) votos y que, la parte actora, obtuvo el segundo lugar con 434 (cuatrocientos treinta y cuatro) votos. 

La parte actora pretende que se declare la inelegibilidad de la tercera interesada.

Su causa de pedir la sustenta en que la convocatoria estableció como requisito para el registro de la candidatura no ser persona servidora pública de ninguno de los niveles de gobierno, siendo que la tercera interesada es servidora pública en la Alcaldía Milpa Alta. 

Por lo tanto, la materia de controversia consiste en determinar si la persona que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo de la Coordinación Territorial es o no inelegible. 

[bookmark: _Toc235525025]SEXTA. Estudio del caso.

Tesis de la decisión.
Es un hecho no controvertido, que la persona que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo de la Coordinación Territorial es servidora pública en la Alcaldía Milpa Alta, por lo que no cumplió el requisito previsto en la convocatoria consistente en no ser persona servidora pública de ninguno de los niveles de gobierno, de ahí que se actualiza su inelegibilidad y resultado fundado el planteamiento del actor, conforme con las siguientes consideraciones jurídicas. 

Consideraciones que sustentan la decisión.	

Marco conceptual 

La Constitución Local define a los pueblos originarios en su artículo 58, declarando que son “aquellos que descienden de poblaciones asentadas en el territorio actual de la Ciudad de México desde antes de la colonización y del establecimiento de las fronteras actuales y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, sistemas normativos propios, tradición histórica, territorialidad y cosmovisión, o parte de ellas”.  

El artículo 59 de la Constitución local establece, respecto al carácter jurídico de los pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas residentes, que tienen derecho a la libre determinación.

De igual forma, el artículo 59 de la Constitución Local dispone respecto a la libre determinación y autonomía de los pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas residentes que la libre determinación se ejercerá a través de la autonomía de éstos como partes integrantes de la Ciudad de México. 

Se entenderá como su capacidad para adoptar por sí mismos decisiones e instituir prácticas propias para desarrollar sus facultades económicas, políticas, sociales, educativas, judiciales, culturales, así como de manejo de los recursos naturales y del medio ambiente, en el marco constitucional mexicano y de los derechos humanos.

Las comunidades indígenas residentes ejercerán su autonomía conforme a sus sistemas normativos internos y formas de organización en la Ciudad de México. 

Ninguna autoridad podrá decidir las formas internas de convivencia y organización, económica, política y cultural, de los pueblos y comunidades indígenas; ni en sus formas de organización política y administrativa que los pueblos se den de acuerdo con sus tradiciones. 

Las formas de organización político administrativas, incluyendo a las autoridades tradicionales y representantes de los pueblos y barrios originarios, serán elegidas de acuerdo con sus propios sistemas normativos y procedimientos, y son reconocidos en el ejercicio de sus funciones por las autoridades de la Ciudad de México. 

Ahora bien, de conformidad con el artículo 15 de la Ley de derechos de los pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas residentes en la Ciudad de México, los pueblos, barrios y comunidades, tienen derecho a mantener y desarrollar sus formas de organización y elegir a sus autoridades representativas de conformidad con sus sistemas normativos propios.

Caso concreto 

En el particular, como parte del sistema normativo interno del pueblo originario, en la convocatoria para elegir a la Coordinación Territorial, la autoridad tradicional legítima, esto es, el Consejo Electoral, dictó una norma comunitaria consistente en que las candidaturas para la Coordinación Territorial no debían ser personas servidoras públicas de ningún nivel de gobierno. 

Por lo tanto, se advierte que el requisito de elegibilidad establecido en la convocatoria forma parte del sistema normativo interno vigente al momento de celebrarse la jornada electiva. 

Este Tribunal considera que la elegibilidad constituye una condición objetiva y previa para acceder a cualquier cargo de representación comunitaria. 

Así como el sistema normativo interno puede establecer requisitos para participar en la elección, también puede prever causas que impidan válidamente acceder al cargo. 

En consecuencia, el requisito de elegibilidad consistente en no ser servidor público de ningún nivel de gobierno constituye una regla que incide directamente en la elegibilidad de las personas aspirantes.

Por ello, su observancia no depende del resultado de la votación, sino de la existencia misma de la condición prevista por la comunidad.

En ese contexto, conforme a la Jurisprudencia 20/2014 de la Sala Superior, las normas que integran el sistema jurídico de las comunidades indígenas conservan su obligatoriedad mientras no sean modificadas o sustituidas por la propia comunidad mediante los procedimientos y mecanismos de decisión reconocidos por ésta, privilegiando la voluntad de la mayoría.

La norma de Derecho consuetudinario electoral prevista en la convocatoria, consistente en el establecimiento de un requisito de elegibilidad relativo a no ser servidor público de ningún nivel de gobierno, a criterio de este Tribunal Electoral, no constituye un requisito excesivo que vulnere derechos fundamentales. 

Esto es así, en primer lugar, porque es de explorado Derecho que, para el acceso a determinado cargo o función pública, las legislaciones (para procesos constitucionales) y/o los sistemas normativos internos (para procesos de usos y costumbres), establecen el cumplimiento de ciertos requisitos de elegibilidad.

Requisitos que encuentran justificación para el caso de una Coordinación Territorial, cuya naturaleza es pública y representativa de la comunidad habitante del pueblo originario.  

El establecimiento de los requisitos de elegibilidad tiene sustento en la reserva constitucional que prevé el artículo 35, fracción II, que reconoce al derecho de las personas de ser votadas con las calidades, requisitos, condiciones y términos que determinen las leyes.   

Estos requisitos se distinguen en positivos y negativos, atendiendo a la forma en están redactados y la manera en que deben cumplirse.

Los requisitos de carácter positivo, en términos generales, se deben acreditar por las propias personas que se postulan a un cargo electivo mediante la documentación idónea. En cambio, tratándose de requisitos de carácter negativo, en principio se presume su cumplimiento, porque no resulta apegado a la lógica jurídica que se deban probar hechos negativos.  

En el particular la norma comunitaria estableció como requisito negativo de elegibilidad el no ser servidor público de ningún nivel de gobierno. 

A juicio de este Tribunal Electoral la norma establece una restricción que no resulta violatoria de derechos fundamentales si se toma en consideración su finalidad legítima, en cuanto que busca evitar la injerencia del gobierno en los asuntos internos de la comunidad y su idoneidad para impedir cualquier tipo de intromisión, esto es, que en la representación del pueblo originario no participe, de ninguna manera, un agente del servicio público. 
Además, es necesaria para conservar su sistema normativo interno y evitar que pueda darse alguna intromisión por agentes externos a la voluntad comunitaria, y es proporcional porque el beneficio comunitario obtenido de su aplicación es mayor que la aparente afectación que podría generar al derecho a ser votada de la persona inelegible. 

Es un hecho no controvertido, por estar reconocido, que la tercera interesada, en tanto persona que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo, es servidora pública en la Alcaldía Milpa Alta con el cargo de auxiliar de servicios en la Coordinación de Comunicación Social. 

Ahora bien, la tercera interesada aduce que el requisito de elegibilidad de separación del cargo debe estar previsto en una ley, producto de un proceso legislativo, y no en la convocatoria, la cual no tiene carácter de ley. 

No le asiste la razón, si se toma en consideración que la convocatoria es una norma de Derecho consuetudinario emitida por la autoridad tradicional legítima, a saber, el Consejo Electoral. 

Efectivamente, como se expuso en el marco conceptual, los pueblos originarios, en ejercicio de su autodeterminación se dan normas comunitarias que resultan obligatorias y se deben observar al interior de la comunidad. 

Por otra parte, la tercera interesada argumenta que la norma prevista en la convocatoria debe ser interpretada y no le resulta aplicable porque no tiene personal a su cargo ni recursos económicos o materiales. 

Este Tribunal Electoral considera que la interpretación que se pretende se realice es jurídicamente inviable, en tanto que se aportarían elementos adicionales a la convocatoria la cual constituye una decisión comunitaria del pueblo originario. 

De ahí que, ante la falta de otros elementos o argumentos, no es dable desconocer la mencionada decisión comunitaria, ya que ello contravendría el principio de mínima intervención, al que se encuentran sujetas las autoridades del estado mexicano, cuando resuelven asuntos vinculados con pueblos originarios, al adicionar elementos ajenos a la norma expedida por la autoridad tradicional en ejercicio de su autodeterminación. 

Esta postura es congruente con lo resuelto por la Sala Superior que estableció[footnoteRef:10] que, en el marco de aplicación de los derechos individuales y colectivos indígenas, los órganos jurisdiccionales deben privilegiar el principio de maximización de la autonomía, salvaguardando la aplicación del sistema normativo interno que rige a cada pueblo, lo que implica que éste determine y regule sus propias formas de organización. [10:  En la jurisprudencia 37/2016 de rubro: “COMUNIDADES INDÍGENAS. EL PRINCIPIO DE MAXIMIZACIÓN DE LA AUTONOMÍA IMPLICA LA SALVAGUARDA Y PROTECCIÓN DEL SISTEMA NORMATIVO INTERNO”. Consultable a través del siguiente enlace:
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=37/2016&tpoBusqueda=S&sWord=37/2016] 


Por otro lado, la Primera Sala de la Suprema Corte ha asumido que, para garantizar el acceso a la jurisdicción de las personas indígenas, se debe hacer una valoración de los hechos controvertidos bajo una interpretación intercultural, es decir, un análisis culturalmente sensible e incluyente, en condiciones de igualdad y no discriminación; las cuales se logran al considerar, para la definición del contenido de sus derechos, el contexto en que se desarrollan las comunidades originarias y sus particularidades culturales.[footnoteRef:11] [11:  Criterio contenido en la tesis 1a. CCXCIX/2018 (10a.) de rubro “INTERPRETACIÓN INTERCULTURAL. ALCANCE DE LAS PROTECCIONES DE LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 2o. CONSTITUCIONAL”,] 


De manera similar, la Sala Superior[footnoteRef:12] sostuvo que para garantizar el acceso a la justicia con una perspectiva intercultural es menester, entre otras cuestiones, identificar las normas, instituciones y valores que caracterizan a los pueblos y comunidades, que no necesariamente corresponden al Derecho legislado. [12:  En la jurisprudencia 19/2018, de rubro: “JUZGAR CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL. ELEMENTOS MÍNIMOS PARA SU APLICACIÓN EN MATERIA ELECTORAL” Consultable a través del link:
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=19/2018&tpoBusqueda=S&sWord=19/2018] 


Atendiendo a la naturaleza de la controversia resulta aplicable el principio de mínima intervención jurisdiccional, conforme al cual los tribunales electorales deben actuar con especial deferencia frente a los procesos internos de los pueblos y barrios originarios, a fin de salvaguardar su derecho a la libre determinación, autonomía y autogobierno.

Este principio implica que la función jurisdiccional no debe sustituir, desplazar ni interferir indebidamente en las decisiones adoptadas al interior de la comunidad, salvo cuando resulte estrictamente necesario para tutelar derechos fundamentales de manera evidente y grave.

En este sentido, se debe privilegiar la norma de derecho interno que la autoridad legítima del pueblo originario decidió establecer en ejercicio de su derecho de autodeterminación, esto es, la observancia en el cumplimiento de un requisito de elegibilidad. 

La interpretación de esta norma electoral consuetudinaria, añadiendo elementos ajenos, no previstos en la convocatoria, como el manejo de recursos públicos, personal a su cargo o la responsabilidad de programas sociales, implicaría desplazar injustificadamente la decisión adoptada al interior de la comunidad. 

Por lo contrario, conforme lo que expone el Consejo Electoral en su informe circunstanciado, en tanto autoridad legítima tradicional, decidió con base en la potestad constitucional de autodeterminación, establecer como requisito para participar el no ser servidor público de ningún nivel de gobierno.

Esta es la decisión comunitaria, a saber, que las personas que se postularan como candidatas participaran en condiciones de igualdad y equidad sin los beneficios económicos y políticos que pueda implicar el servicio público. 

Es decir, la norma comunitaria tiene como finalidad evitar que personas que ocupen cargos en la autoridad puedan al mismo tiempo ser representantes de la comunidad, esto es, que las personas que lleven a ocupar la Coordinación Territorial tengan el carácter de ciudadanos habitantes sin contacto, injerencia o involucramiento con las funciones públicas.

Al tiempo, que la norma consuetudinaria garantiza la idoneidad de las personas que lleguen a fungir en la Coordinación Territorial al evitar un posible conflicto de intereses al actualizarse la circunstancia de, por una parte, recibir un sueldo o contraprestación por el servicio público prestado en la autoridad y, por otra, defender los intereses de la comunidad de frente a esa misma autoridad.   

Ahora bien, aun cuando la norma, por su redacción genérica, no establece la posibilidad de renuncia o solicitud de licencia, lo cual pudiera resultar restrictivo, en el particular la tercera interesada no acreditó haber solicitado la licencia con la debida oportunidad o diligencia, tal y como lo refiere el propio Consejo Electoral en su informe circunstanciado y en el comunicado a la comunidad de uno de julio que anexa a su informe. 
En efecto, la tercera interesada afirma que le fue coartado su derecho como trabajadora a solicitar su licencia sin goce de sueldo por parte de la Alcaldía. 

Esto, porque ha recibido negativas verbales a otorgarle la licencia por no ser trabajadora que posea dígito sindical y su escrito de incidencia no fue tramitado oportunamente por la institución. 

Por un lado, sus manifestaciones resultan inoperantes por lo que hace a las presuntas negativas verbales, pues no prueba dicha afirmación. 

Por lo que hace a la solicitud de licencia, en los autos del expediente obra oficio de la Dirección de Capital Humano de la Alcaldía Milpa Alta, por el que en cumplimiento al requerimiento formulado por el Magistrado instructor, informa que la tercera interesada presentó su escrito de solicitud el pasado dieciséis de junio.

Al respecto, la Alcaldía informa que en el escrito de la tercera interesada se solicitó licencia sin goce de sueldo del uno de julio al treinta de septiembre de dos mil veintiséis, y que la autoridad la negó por no haberse presentado con quince días hábiles de anticipación en términos de sus lineamientos administrativos. 

Este Tribunal Electoral considera que, con independencia de la respuesta de la autoridad de la Alcaldía, la tercera interesada no presentó oportunamente con la diligencia debida su solicitud de licencia.

Esto es así, porque la petición de la tercera interesada fue que su licencia comenzara el uno de julio del año que transcurre, fecha en la cual ya había concluido el proceso electivo de la Coordinación Territorial.

Efectivamente, la convocatoria, emitida el veinticuatro de mayo, previó que el registro de las candidaturas fuera el siete de junio, en tanto la campaña transcurrió del quince al diecinueve de junio, y la jornada electiva se celebró el veintiuno de junio.   

De tal forma, la solicitud presentada el dieciséis de junio, solicitó la separación de su cargo en el servicio público, con efectos a partir del uno de julio, esto es, una vez concluido el proceso electivo. 

Lo cual implicó que la candidata mantuviera el carácter de servidora pública recibiendo su sueldo durante la totalidad del proceso electivo, lo cual es contrario a la finalidad de la norma consuetudinaria electoral expedida por la autoridad tradicional. 

Sin que pase desapercibido, que, durante la sustanciación del juicio, le fue concedida a la tercera interesada licencia sin goce de sueldo a partir del próximo uno de agosto al treinta y uno de enero de dos mil veintisiete, no obstante, durante el proceso electivo y hasta la fecha en que se resuelve este juicio, mantiene su carácter de servidora pública por lo que no reúne la condición necesaria para asumir la Coordinación Territorial.  

De igual manera, el hecho que la tercera interesada gozara de vacaciones del ocho al diecinueve de junio tampoco implica que cumpliera el requisito previsto, pues mantuvo su carácter de servidora pública que recibe su sueldo. 

En la inteligencia de que la norma electoral del sistema normativo que estableció el requisito de elegibilidad en la convocatoria fue conocido y reconocido oportunamente por la tercera interesada, pues lejos de controvertir la convocatoria, se inscribió como candidata al proceso electivo y pretendió cumplir el requisito presentando su escrito de solicitud de licencia. 

Sin embargo, su actuación no resultó oportuna ni diligente, pues mantuvo el carácter como servidora pública durante todo el proceso electivo, al pretender gozar de la licencia una vez que asumiera el cargo, situación que tampoco se actualizó en virtud de la negativa dada por la autoridad correspondiente. 

Ahora bien, la tercera interesada argumenta que su elegibilidad debió haber sido impugnada en el momento procesal oportuno, esto es, al momento del registro de su candidatura. 

No le asiste la razón conforme al criterio de la Sala Superior en la tesis de jurisprudencia 11/97, de rubro: “ELEGIBILIDAD DE CANDIDATOS. OPORTUNIDAD PARA SU ANÁLISIS E IMPUGNACIÓN.”, que ha considerado que es posible alegar su incumplimiento en dos momentos, el primero, cuando se analiza el registro de la candidatura, y el segundo, cuando se califica la elección. 

[bookmark: _Toc235525026]SÉPTIMA. Efectos. 

Al haber resultado fundado el planteamiento de la parte actora, procede reconocer los efectos jurídicos que derivan de la inelegibilidad de la candidatura registrada por la tercera interesada. 

Este Tribunal considera que las irregularidades advertidas no justifican la invalidez total de la elección, ya que el procedimiento electivo, la emisión del sufragio y el escrutinio y cómputo constituyen actos válidamente celebrados que deben conservarse, en atención a los principios de libre determinación de los pueblos originarios, certeza y conservación de los actos públicos válidamente celebrados.[footnoteRef:13] [13:  Mismo criterio sostuvo este órgano jurisdiccional al resolver el TECDMX-JLDC-108/2026.] 


En consecuencia, se determina:

1. La inelegibilidad de la candidata que obtuvo el mayor número de votos, al actualizarse la causa prevista en la norma comunitaria de no ser servidora pública de ningún nivel de gobierno. 

2. Se reconoce la validez del escrutinio y cómputo de la votación emitida durante la jornada electiva celebrada el veintiuno de junio de dos mil veintiséis, al no haberse acreditado irregularidades que afectaran la emisión del sufragio ni el desarrollo esencial del procedimiento electivo.

3. Como consecuencia de la inelegibilidad de la candidatura que obtuvo la mayor votación y en aplicación del principio de conservación de los actos públicos válidamente celebrados, se reconoce como persona electa a la candidatura que obtuvo la siguiente mayor votación válida dentro del proceso electivo, esto es, a la parte actora. 

4. Se ordena a la autoridad comunitaria competente realizar las actuaciones necesarias para dar cumplimiento a la presente sentencia y expedir, dentro del plazo de cinco días hábiles contados a partir de la notificación de esta resolución, la documentación que corresponda a favor de la candidatura reconocida como electa.

5. Hecho lo anterior, la autoridad comunitaria deberá informar a este Tribunal sobre el cumplimiento de la presente sentencia dentro de las veinticuatro horas siguientes, remitiendo las constancias que así lo acrediten.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

[bookmark: _Toc235525027]R E S U E L V E:

PRIMERO. Se determina la inelegibilidad de la candidata que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo de la Coordinación Territorial de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, en términos de lo razonado en la parte considerativa de la presente sentencia. 

SEGUNDO. Se reconoce como persona electa al candidato que obtuvo el segundo lugar de la votación, conforme con los efectos precisados en la presente sentencia.

NOTIFÍQUESE conforme a Derecho corresponda.

PUBLÍQUESE en su sitio de Internet (www.tecdmx.org.mx), una vez que esta determinación haya causado estado.

Hecho lo anterior, en su caso, devuélvanse las constancias que correspondan y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto total y definitivamente concluido.

Así lo resolvieron, las Magistraturas integrantes del Pleno del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, por mayoría de tres de votos a favor de los Magistrados Armando Ambriz Hernández, José Jesús Hernández Rodríguez y la Magistrada Laura Patricia Jiménez Castillo, con el voto en contra de la Magistrada Karina Salgado Lunar y el Magistrado Osiris Vázquez Rangel, quienes emiten voto particular conjunto, mismo que corre agregado a la presente sentencia; ante la Secretaria General, quien autoriza y da fe.

INICIA VOTO PARTICULAR QUE FORMULAN DE MANERA CONJUNTA LA MAGISTRADA KARINA SALGADO LUNAR Y EL MAGISTRADO OSIRIS VÁZQUEZ RANGEL, EN RELACIÓN CON LA SENTENCIA EMITIDA EN EL JUICIO DE LA CIUDADANÍA TECDMX-JLDC-114/2026[footnoteRef:14]. [14:  Con fundamento en los artículos 185, fracción VII, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México; 87, fracción IV, de la Ley Procesal Electoral para la Ciudad de México; así como 9 y 100, párrafo segundo, fracción III, del Reglamento Interior de este órgano jurisdiccional. ] 

[bookmark: _Hlk60839661]Con el debido respeto para nuestros pares, formulamos el presente voto particular conjunto, toda vez que no compartimos la decisión mayoritaria de declarar la inelegibilidad de la candidata que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo de la Coordinación Territorial de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, al considerar que es servidora pública ya que desempeña el cargo de auxiliar de servicios en la Coordinación de Comunicación Social de la citada Alcaldía. 
A nuestro juicio, esta circunstancia, aun y cuando está contemplada en el sistema normativo interno de la comunidad, restringe de manera absoluta el derecho humano a ser votada. Por consiguiente, no debió aplicarse literalmente al caso concreto, sino interpretarse a la luz de los principios constitucionales relacionados con el ejercicio de derechos de participación política y libertad de trabajo. 

1. Decisión de la mayoría

La mayoría de las magistraturas parten del hecho de que el Consejo Electoral, como autoridad tradicional legitima, determinó en la convocatoria una norma comunitaria consistente en que las candidaturas para la Coordinación Territorial no debían ser personas servidoras públicas de ningún nivel de gobierno, la cual consideran forma parte del sistema normativo vigente al momento de celebrarse la jornada electiva.

En ese contexto, consideran que el citado requisito de elegibilidad constituye una regla que incide directamente en la elegibilidad de las personas aspirantes, siendo que conforme a la jurisprudencia 20/2014[footnoteRef:15], las normas que integran el sistema jurídico de las comunidades indígenas conservan su obligatoriedad mientras no sean modificadas o sustituidas por la propia comunidad mediante los procedimientos y mecanismos de decisión reconocidos por ésta.  [15:  De rubro: “COMUNIDADES INDÍGENAS. NORMAS QUE INTEGRAN SU SISTEMA JURÍDICO”.] 


Bajo este concepto, se razona de manera general que el establecimiento del requisito de elegibilidad relativo a no ser persona servidora pública de ningún nivel de gobierno no constituye un requisito excesivo que vulnere derechos fundamentales.

Así, consideran que, atendiendo a la naturaleza de la controversia, resulta aplicable el principio de mínima intervención jurisdiccional, conforme al cual, los tribunales electorales deben actuar con especial deferencia frente a los procesos internos de los pueblos y barrios originarios, a fin de salvaguardar su derecho a la libre determinación, autonomía y gobierno. 

En concepto de la mayoría, se debe privilegiar la norma de derecho interno que la autoridad legítima del pueblo originario decidió establecer en ejercicio de su derecho de autodeterminación, esto es, la observancia en el cumplimiento de un requisito de elegibilidad. 

Lo anterior, debido a que la norma comunitaria tiene como finalidad evitar que los servidores públicos de los tres ámbitos de gobierno sean simultáneamente representantes de la comunidad. Es decir, busca que quienes ocupen la Coordinación Territorial sean personas ciudadanas sin vínculos, injerencias, ni participación en funciones públicas. 

Así, consideran que dicha norma, al mismo tiempo, garantiza la idoneidad de las personas que lleguen a fungir en la Coordinación Territorial al evitar un posible conflicto de intereses al actualizarse la circunstancia de, por una parte, recibir un sueldo o contraprestación por el servicio público prestado en la autoridad y, por otra, defender los intereses de la comunidad de frente a esa misma autoridad. 

Sobre este contexto, para la mayoría, al no ser un hecho controvertido que la persona que obtuvo el mayor número de votos en el proceso electivo es servidora pública, al desempeñar la función de auxiliar de servicios en la Coordinación de Comunicación Social de la citada Alcaldía, y al no presentar oportunamente su solicitud de licencia previo al registro de las candidaturas, es que resulta inelegible para asumir el cargo. 

2. Motivos de disenso

Desde nuestra perspectiva, es cierto que los pueblos y barrios originarios tienen reconocido su derecho de autodeterminación y, en su ejercicio, pueden válidamente establecer, entre otros aspectos, los requisitos de elegibilidad para la elección de sus autoridades tradicionales. Sin embargo, el ejercicio de este derecho no es absoluto, debido a que su ejercicio siempre está sujeto a los límites del marco constitucional y al respeto de los derechos humanos. 
En efecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha sostenido, mediante una línea jurisprudencial consolidada, que la autodeterminación de los pueblos y comunidades indígenas debe ejercerse en armonía con los derechos humanos reconocidos en el sistema jurídico nacional e internacional.
Bajo esta premisa, el requisito de elegibilidad previsto en el sistema normativo interno de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, consistente en no ser persona servidora pública de ninguno de los niveles de gobierno, restringe de manera absoluta el derecho humano a ser votada. 
En ese sentido, en nuestra opinión, dicha limitación no supera un análisis de idoneidad y razonabilidad, al no advertirse una justificación suficiente y objetiva que legitime una restricción de tal amplitud, por ello consideramos que dicha norma no puede ser aplicada de manera literal al caso concreto. 
2.1 Límites al derecho de autodeterminación de los pueblos y barrios originarios
El artículo 2, apartado A, fracción III de la Constitución Federal establece que se reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para elegir de acuerdo con sus sistemas normativos a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno. Disposiciones que son aplicables a los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. 
No obstante, dicho ejercicio, se encuentra limitado a la observancia del respeto de los principios generales de la Constitución Federal, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres.
Incluso, la fracción III, del citado precepto constitucional establece que, en ningún caso, sus sistemas normativos limitarán los derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales.
Por su parte, el artículo 8, párrafo segundo del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, dispone que los pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. 
Bajo esta óptica, el derecho de autodeterminación de las comunidades indígenas y la posibilidad de emitir sus normas tratándose de sus autoridades tradicionales, no es absoluto, sino que se debe ejercer atendiendo a la observancia de los derechos fundamentales y las limitaciones que impongan a un derecho fundamental deben ser razonables, justificadas y proporcionales. 
Incluso a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha razonado que, si bien existe el derecho de los pueblos indígenas para conservar costumbres e instituciones propias, lo cierto es que ese derecho se encuentra limitado al respeto que deben observar de los derechos humanos reconocidos por el sistema jurídico nacional e internacional. 
En ese sentido, ninguna comunidad indígena puede establecer en su derecho interno prácticas discriminatorias, al ser contrarias al bloque de constitucionalidad, integrado por la Constitución y los tratados internacionales de los que forma parte el Estado Mexicano. Indicando que sería inconstitucional e inconvencional el sistema normativo indígena que vulnere algún derecho fundamental[footnoteRef:16]. [16:  Criterio sustentado en la tesis VII/2014, de rubro: “SISTEMAS NORMATIVOS INDÍGENAS. LAS NORMAS QUE RESTRINJAN LOS DERECHOS FUNDAMENTALES CONSTITUCIONALIDAD”.] 

2.2 Derecho de ser votado o votada y requisitos de elegibilidad como una limitante 
[bookmark: _ftnref10]Uno de los derechos fundamentales de la ciudadanía reconocido en el artículo 35, fracción II, de la Constitución es el de ser votada para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley, de manera que este derecho únicamente puede ser restringido si se actualiza alguna de las causas expresamente previstas en el artículo 38 constitucional[footnoteRef:17] o bien, a través de alguna restricción legalmente establecida con apego a la Constitución.  [17:  Las cuales son: I. Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de las obligaciones que impone el artículo 36. Esta suspensión durará un año y se impondrá además de las otras penas que por el mismo hecho señalare la ley; II. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal prisión; III. Durante la extinción de una pena corporal; IV. Por vagancia o ebriedad consuetudinaria, declarada en los términos que prevengan las leyes; V. Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la orden de aprehensión hasta que prescriba la acción penal; y VI. Por sentencia ejecutoria que imponga como pena esa suspensión.
] 


Pues acorde con el último párrafo del referido artículo 38 de la Constitución, la ley fijará los casos en que se pierden y suspenden los derechos de la ciudadanía, así como la manera de rehabilitarlos. 
En el marco jurídico interamericano, el artículo 23, numeral 1, inciso b), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece que todas las personas deben gozar del derecho y oportunidad de votar y ser votadas en elecciones periódicas y auténticas, realizadas a través del sufragio universal, igual y secreto, que garantice la libre expresión de la voluntad del electorado. 
Además, en apego a lo dispuesto en el numeral 2 de dicho artículo, la ley puede reglamentar el ejercicio de esos derechos por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o por condena de juez o jueza competente en proceso penal. 
Sobre este punto se debe precisar que los requisitos de elegibilidad son aquellos que la Constitución y las leyes establecen como condiciones objetivas, medibles y previamente determinadas para que una persona pueda contender por un cargo. 
Esta posibilidad de modular el derecho a ser votado o votada puede ser establecido válidamente al interior de las comunidades indígenas a través de las autoridades tradicionales legitimadas para la expedición de dicha normativa, la cual suele ser, mediante su máximo órgano, es decir, por conducto de la Asamblea Comunitaria.  
Sin embargo, los requisitos de elegibilidad al ser una limitante al derecho humano de ser votado o votada incluso al interior de las comunidades, no solo debe estar expresamente prevista en el marco normativo o en el sistema normativo interno, sino que el mismo, debe ser razonable, justificado, y proporcional al fin que persigue. 
2.3 Caso concreto
En el caso, es un hecho no controvertido que en la convocatoria para el proceso electivo de la Coordinación Territorial de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, se estableció como requisito de elegibilidad el no ser persona servidora pública de ningún nivel de gobierno.
Sobre este punto es importante destacar que la persona que obtuvo el triunfo, y que comparece como como tercera interesada, señala que el acto administrativo [emisión de la convocatoria] no puede exceder los planteamientos constitucionales, indicando que si bien desempeña un cargo de servidora pública, no posee ningún tipo de persona a su cargo, no es responsable de ningún tipo de recurso material o económico, y que tampoco dispone de la fuerza pública, por lo que su ejercicio no pudo influir ni configurar determinancia en el resultado electoral. 
Por tanto, en el caso se considera que se debe analizar si la causal de inelegibilidad establecido al interior del sistema normativo interno de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta, cumple con los parámetros constitucionales relacionados con la limitación del ejercicio de la autodeterminación de los pueblos y barrios originarios. 
Desde nuestra perspectiva, el requisito de elegibilidad establecido en la convocatoria para el proceso electivo de la Coordinación Territorial es una restricción absoluta que restringe sin razón ni justificación alguna el derecho fundamental de ser votado o votada de todas las personas integrantes de la comunidad que podrían fungir como servidoras públicas en cualquier nivel de gobierno.  
Lo anterior, en virtud de que el respectivo análisis omite valorar las atribuciones del cargo, el grado de incidencia en los órganos de toma de decisiones al interior de una dependencia, y la influencia real sobre la comunidad. Elementos indispensables para determinar si existe una afectación en la equidad en la contienda o una vulneración a la independencia de la autoridad tradicional. 
Si bien, la restricción al derecho fundamental de ser votado establecida por la comunidad tiene como finalidad que quien participe en la elección comunitaria lo haga de manera equitativa y que quien ocupe el cargo de la Coordinación Territorial tenga una representación ajena a la voluntad de los órganos de gobierno, lo cierto es que, la medida en los términos que fue implementada, no resulta idónea y necesaria. 
Lo anterior es así, pues la restricción al ser absoluta no permite ponderar elementos objetivos con los cuales se pueda determinar si las funciones de un determinado cargo realmente ejercen algún tipo de presión al interior de la comunidad, que genere una inequidad en la contienda o que se vea comprometida la representación de la comunidad frente a las funciones que desempeña al interior de la dependencia en la que labora. 
Incluso, la restricción tal como está planteada, no solo afecta de manera innecesaria el derecho humano de ser votada y votado, sino también, afecta el derecho al trabajo, tutelado en el artículo 5 de la Constitución Federal[footnoteRef:18], pues en el supuesto de quienes pretendan contender por un cargo al interior de la comunidad, no podrían desarrollarse profesionalmente en cualquier institución gubernamental, con independencia de las funciones reales que desempeñen.  [18:  Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.] 

Bajo estos parámetros, desde nuestra perspectiva, la norma comunitaria no puede ser aplicada de manera literal, por el contrario, requiere de una interpretación sistemática y conforme a los principios constitucionales y convencionales, en el entendido de que sólo aquellas personas que desempeñen una función que implique dirección[footnoteRef:19] y atribuciones de mando,[footnoteRef:20] son quienes realmente pueden incidir en la voluntad de quienes integran la comunidad. [19:  Se entiende la acción y efecto de dirigir, que quiere decir gobernar, regir, dar reglas para el manejo de una dependencia, empresa o pretensión]  [20:  Es la autoridad y poder que tiene el superior sobre sus súbditos, persona o colectivo que tiene tal autoridad, que deriva de la palabra mandar, que significa regir, gobernar, tener el mando.] 

Así, en el caso concreto, lo procedente conforme a derecho era verificar si las funciones que desempeña la persona que resultó ganadora en la elección comunitaria como servidora pública de la Alcaldía Milpa Alta, se contraponen o inciden de manera negativa en aquellas que habrá de desempeñar como Coordinadora Territorial. 
No obstante, desde nuestra perspectiva, al quedar acreditado que la persona ganadora se desempeña como auxiliar de servicios en la Coordinación de Comunicación Social y que sólo cuenta con funciones operativas, al ser fotógrafa[footnoteRef:21], es evidente que carece de una posición de dirección o de mando, capaz de incidir en las decisiones de la Alcaldía y mucho menos que por el cargo que desempeña pudiera generar una incidencia al interior de la comunidad.  [21:  Tal como se desprende del oficio AMA/DGA/DCH/2741/2026, signado por el Director de Capital Humano, de la Alcaldía Milpa Alta. ] 


Por todo lo anterior, en nuestro concepto, se debió confirmar la elegibilidad de la persona ganadora del proceso electivo para la Coordinación Territorial de San Juan Tepenahuac, Milpa Alta. 
De ahí que, respetuosamente, no compartimos el sentido de la presente sentencia.
CONCLUYE VOTO PARTICULAR QUE FORMULAN DE MANERA CONJUNTA LA MAGISTRADA KARINA SALGADO LUNAR Y EL MAGISTRADO OSIRIS VÁZQUEZ RANGEL, EN RELACIÓN CON LA SENTENCIA EMITIDA EN EL JUICIO DE LA CIUDADANÍA TECDMX-JLDC-114/2026.
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